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RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / NO SE PROBÓ LUCRO CESANTE PARA EL ESPOSO / SE DENEGÓ LA TACHA DEL TESTIGO / “Esos testimonios no permiten inferir con seguridad que el demandante haya dependido económicamente de los ingresos que obtenía su esposa; ninguno de ellos dio cuenta de hecho como ese. La primera dijo que era él quien atendía el sostenimiento del hogar; lo mismo afirmó la segunda, aunque también expresó que recibía colaboración de la citada señora cuando obtenía ingresos como cantante. El último de los deponentes nada dijo al respecto.

En razón al vínculo que tienen todos los declarantes con el actor, estaban enterados de la labor que como conductor desempeñaba para la fecha en que se produjo el accidente que causó la muerte a quien fuera su esposa, labor de la que infiere la Sala, obtenía los ingresos para procurarse su propio sustento. 

De tales conclusiones surge otra, la inexistencia del daño que reclamó el demandante a título de lucro cesante, pues no demostró que dependiera económicamente de su cónyuge.

Tampoco que exista algún otro motivo que lo faculte para pedir la indemnización por tal concepto, pues como lo dijo una de las deponentes, Mildred compartía los gastos con él cuando obtenía buenos ingresos y entre ambos le daban el estudio a la hija común, pero de esa expresión no puede afirmarse que la muerte de la citada señora haya producido en el actor un menoscabo patrimonial, pues no expresó la testigo que este dependiera de las entradas económicas que aquella obtenía y en razón a que esa hija, en el curso del proceso, recibió la indemnización que sufrió con motivo de los perjuicios causados con la muerte de su progenitora.

En conclusión, no probó el demandante su dependencia económica de la víctima fatal del accidente y la circunstancia de que eventualmente esta última colaborara con el sostenimiento del hogar y especialmente de su hija, no constituye un daño que afecte al accionante, sino a su descendiente, quien ya fue reparada.”

Citación jurisprudencial: Sala de Casación Civil, sentencia del 17 de noviembre de 2011, MP. Dr. William Namén Vargas, expediente 11001-3103-018-1999-00533-01 
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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 28 DE NOVIEMBRE DE 2008 
HECHOS: El 5 de febrero de 2007 la señora Mildrey Duque Tamayo viajaba como pasajera en la buseta  de placas WMA 912, de propiedad del señor Rubén Darío González Soto, afiliada a la empresa Flota Occidental, la que sufrió un accidente en el que la citada señora falleció; esta era la esposa de Carlos Arturo Montoya Melchor y de esa unión nació Yensith Yurani Montoya Duque. La víctima directa se desempeñaba como cantante de música popular, tenía un futuro promisorio; estaba tramitando documentos para desplazarse a Europa donde realizaría presentaciones  cada una por $5.000.000. Todos sus ingresos los destinaba al sostenimiento del hogar que tenía conformado con los demandantes, de los  que se vieron privados con su muerte; además, ese hecho les causó angustia, dolor y depresión.
PRETENSIONES: Se declare civilmente responsables a los demandados y se les condene a pagarles $200.000.000 a título de lucro cesante en razón a los ingresos dejados de percibir en el hogar, de acuerdo con la esperanza de vida de la víctima y de los demandantes y el equivalente a 150 smlmv a cada uno, por perjuicios morales. Se solicitó que tales sumas fueran indexadas y se condenara a los demandados a pagar las costas del proceso.
RESUMEN CONTESTACIÓN DEMANDA DE FLOTA OCCIDENTAL PRESENTADA EL  4 DE MARZO DE 2009 (folios 39 y 40, cuaderno No. 1)
Solo admitió el hecho primero, es decir, la ocurrencia del accidente; respecto de los demás dijo que no le constaban o que no eran hechos para contestar. Se opuso a las pretensiones y como excepción de fondo formuló la que denominó “EN LA JURISDICCIÓN CIVIL LOS PERJUICIOS MATERIALES SE TASAN EN PESOS Y NO EN SALARIOS MÍNIMOS”.
En los mismos términos contestó el otro demandado el 28 de abril de 2009 (folios 47 y 48).

LLAMAMIENTO EN GARANTIA (CUADERNO No. 2)

Lo hizo la sociedad Flota Occidental S.A. a la Equidad Seguros Generales Organismo cooperativo o la Equidad Seguros Generales, con fundamento en la póliza AA001608 que cubre el riesgo de la muerte de pasajeros.

Dijo que no le constaban la mayoría de los hechos de la demanda y respecto de algunos otros dijo que no eran tales. Propuso como excepción la de “EXCESIVA VALORACIÓN DE  PERJUICIOS Y FALTA DE PRUEBA DE LOS MISMOS”. En cuanto a los del llamamiento los aceptó casi en su integridad y propuso como excepciones las de “INAPLICABILIDAD DE LA POLIZA MENCIONADA POR NO CORRESPONDER A LA ACCIÓN ESCOGIDA”, “PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES ORIGINADAS EN EL CONTRATO DE SEGURO”, “LÍMITE DE AMPAROS Y COBERTURAS”, “AMPARO CONDICIONAL DE LUCRO CESANTE Y DAÑO MORAL”, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR POR FALTA DE PRUEBA DE LA RESPONSABILIDAD DEL CONDUCTOR DEL VEHÍCULO ASEGURADO EN LA COLISIÓN”, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR  POR FALTA DE PRUEBA DE LA CALIDAD DE PASAJERA DE LA SEÑORA MILDREY” Y “EXCEPCIÓN GENÉRICA”.
AUDIENCIA DEL ART. 101 CPC: En ella, entre otras cosas, a solicitud de la Defensora de Familia que representaba a la menor demandante, decidió el juzgado “autorizar el desistimiento que hace la defensora de familia en representación de la menor Yensith Yurani Montoya Duque por lo tanto, vista la conciliación a la que han llegado se autoriza tal renuncia a las pretensiones de la demanda, por lo tanto el proceso continuará…” con el otro demandante. (folios 116 y 117, C 1).
SENTENCIA: Se dictó el 18 de diciembre de 2015. En ella se declaró solidariamente responsables a los demandados y se les condenó a pagar al señor Carlos Arturo Montoya Melchor $64.105.598 por lucro cesante consolidado; $75.116.592 por lucro cesante futuro y $50.000.000 por daño moral. (folios 132 a 138). No se pronunció sobre el llamamiento en garantía, pero eso no fue objeto de apelación.
APELACIÓN: Impugnó el apoderado de los demandados a nombre de Flota Occidental.

AUTO DE MAGISTRADA SUSTANCIADORA: En razón a que el apoderado de la sociedad demandada no sustentó el reparo que formuló al impugnar la sentencia que se revisa, concretamente en relación con la cuantía en que fueron fijados los perjuicios morales, respecto de ese punto se declara desierto el recurso de apelación. 
La anterior decisión queda notificada en estrados. 
SENTENCIA:

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia que por mayoría se aprobó, según acta No. 590 del 13 de los corrientes, con motivo del recurso de apelación que interpuso la sociedad Flota Occidental S.A., frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 18 de diciembre de 2015, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que contra la sociedad impugnante y el señor Rubén Darío González Soto, instauró el señor Carlos Arturo Montoya Melchor.
CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2. Además, las partes están legitimadas en la causa.
3.- El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho, el daño, la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

4.- De acuerdo con los reparos que al fallo de primera instancia hizo el apoderado de la sociedad recurrente y a los argumentos que planteó en esta sede para sustentarlos, corresponde a esta Sala establecer en primer lugar si se demostró la existencia del daño que liquidó el juzgado, concretamente por lucro cesante a favor del actor, pues adujo el citado profesional que la señora Mildrey Duque Tamayo colaboraba con el sostenimiento económico de su hija, quien ya fue indemnizada, mas no con el de su esposo quien tenía sus propios ingresos, y la ayuda alimentaria se predica de quienes no pueden procurárselo por sus propios medios.
Solo de encontrarse acreditado ese daño,  determinará la Sala si tuvo razón la funcionaria de primera sede que al liquidar ese lucro cesante: a) lo hizo sobre todos los ingresos de la víctima directa del accidente o si resultaba necesario  tener en cuenta que la menor Yensith Yurani Montoya Duque, su hija, fue indemnizada con motivo de una conciliación que se celebró con la parte demandada en el curso del proceso; b) desconoció las edades de la alimentante y del alimentario para determinar hasta cuándo se prolongaría la obligación alimentaria; c) dejó de lado factores como el conflicto de intereses entre el demandante y su hija, que no da cuenta de la buena fe del primero, de que sea un buen padre de familia, sino de  querer sacar provecho de la tragedia del hogar y d) si fue exagerada la tasación.
Lo relacionado con los demás elementos de la responsabilidad civil que encontró probados la funcionaria de primera sede, no fueron objeto de apelación.
5.- En relación con el daño por lucro cesante, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“En materia indemnizatoria, “la premisa básica consiste en la reparación del daño causado, todo el daño y nada más que el daño, con tal que sea cierto en su existencia ontológica”, y ha puntualizado la Sala: 

… “En tratándose del daño, y en singular, del lucro cesante, la indemnización exige la certeza del detrimento, o sea, su verdad, existencia u ocurrencia tangible, incontestable o verosímil, ya actual, ora ulterior, acreditada por el demandante como presupuesto ineluctable de la condena con pruebas idóneas en su entidad y extensión. 

... “En este contexto, el lucro cesante como preconiza la jurisprudencia reiterada de esta Corporación y entendió el ad quem, parte de ‘una situación concreta, tangible, que debe estar presente al momento de surgir la lesión del interés jurídicamente tutelado’, es ‘indemnizado cuando se afinca en una situación real, existente al momento del evento dañino, condiciones estas que, justamente, permiten inferir, razonablemente, que las ganancias o ventajas que se percibían o se aspiraba razonablemente a captar dejarán de ingresar al patrimonio fatal o muy probablemente’ (cas. civ. sentencia de 24 de junio de 2008, [S-055-2008], exp. 11001-3103-038-2000-01141-01), es decir, es menester una situación concreta, real y sólida al instante del detrimento a consecuencia de cuya ruptura se prolonga en el tiempo el efecto nocivo o, a lo menos, una situación cierta en proceso de consolidación en la época del evento dañino, hipótesis en la que, por supuesto, se requiere previamente constatar su existencia para proyectar la privación de las utilidades. De este modo, el lucro cesante implica el quebranto de un interés lucrativo por su naturaleza intrínseca o por disposición legal o negocial, generador de una utilidad que se percibe o percibiría y deja de percibirse a consecuencia del daño, es decir, obedece a una situación real, susceptible de constatación física, material u objetiva, y excluye la eventualidad de hipotéticas ganancias, cuya probabilidad es simplemente utópica o remota” (cas. sentencia de 9 de septiembre de 2010, exp. 17042-3103-001-2005-00103-01, reiterada en cas. civ. de 16 de mayo de 2011, exp. 52835-3103-001-2000-00005-01….

Para la Corte “…no es realmente el vínculo de parentesco o conyugal el factor determinante de la legitimación activa para reclamar la indemnización. Lo que viene en verdad a conferir el derecho es la existencia de los supuestos necesarios que configuran dicho derecho, que se concretan en esto: 1. La dependencia económica que tenía el reclamante de quien murió o quedó en situación física o mental que imposibiliten prestar la ayuda o socorro que venía otorgando. 2. El daño cierto que la muerte o la situación de quien daba la ayuda al dependiente, esto es que haya certeza de que dadas las circunstancias, la ayuda o socorro habría continuado… 3. Que la pretensión indemnizatoria no signifique obtener una ventaja o un provecho contrario a la moral o al derecho. Los anteriores supuestos debidamente demostrados estructuran el fundamento para aceptar que el damnificado tiene derecho a reclamar del responsable la respectiva indemnización” (CCXXXI, Vol. II, 867)…”


6.- En la sentencia que se revisa, se condenó a los demandados a pagar al demandante las sumas de $64.105.598  y $75.116.592, en su orden,  como lucro cesante consolidado y lucro cesante futuro.
Para decidir así, la señora Jueza Segunda Civil del Circuito, en resumen, indicó que los testimonios de los señores Luz Adriana García, Blanca Piedad Montoya Melchor y Cristóbal Montoya Pérez acreditan que con sus ingresos, la señora Mildrey Duque Tamayo colaboraba con el sostenimiento del hogar y como no se estableció el monto de aquellos, partió de la presunción de que equivalían a un salario mínimo legal mensual. 
7.- En los hechos de la demanda se expresó que al momento de su fallecimiento la señora Mildrey Duque Tamayo se desempeñaba como cantante; que la totalidad de sus ingresos la destinaba al sostenimiento del hogar que tenía conformado con el señor Carlos Arturo Montoya y su hija menor Yensith Yurani Montoya Duque y que estos sufrieron perjuicios materiales, concretamente el lucro cesante que se calculó en $200.000.000, en razón de los ingresos que dejaron de percibir “en el hogar”. 

Como ya se expresara, la funcionaria de primera sede encontró acreditado que  la víctima fatal del accidente “colaboraba con el sostenimiento del hogar”, de acuerdo con los testimonios de los señores Luz Adriana García, Blanca Piedad Montoya Melchor y Cristóbal Montoya Pérez. Sin embargo, no hizo una verdadera valoración de esa prueba; solo atinó decir que “eran cercanos a la pareja y no se observa intención de faltar a la verdad que con ello fueran alguna prebenda”. Tampoco se refirió a la tacha que por sospecha, respecto de los dos últimos, formuló el apoderado de los demandados. Esas omisiones las suplirá entonces este Tribunal.
La señora Luz Adriana García García, quien estuvo casada con un hermano del actor, dijo que Mildrey era cantante y ejercía esa labor por temporadas, pues no tenía un empleo fijo, tampoco un grupo, aunque sí contactos e ignora cuánto le cancelaban por presentación; la citada señora vivía con su esposo e hija; Carlos conducía una buseta y tenía un trabajo estable; después de la muerte de Mildred, sufrió un  infarto y no pudo volver a conducir; estuvo sin empleo mucho tiempo, pero ahora maneja un taxi. Ignora qué obligaciones económicas tenía Mildrey y afirmó que era Carlos quien aportaba  para el mercado.
Blanca Piedad Montoya Melchor, hermana del demandante, dijo que Mildrey era cantante y ejercía tal labor con un grupo; se presentaba en diferentes municipios de  Risaralda, cada ocho, cada quince días, tal como ella se lo decía, aunque no sabe cuánto devengaba. Al preguntársele quién sostenía la casa, contesto “Carlos, y entre ellos dos cuando ella ganaba buena plata compartían todo”. Luego dijo que ambos le daban el estudio a la niña y que Carlos le daba a Mildred para el diario. 

El señor Cristóbal Montoya Pérez, padre del demandante, dijo que mientras Carlos y Mildred vivieron juntos, el primero era conductor y la segunda se dedicaba a la música, cantaba con el Trío del Norte, con Gabriel Reimond y con Guillermo del Moral, no lo hacía de manera permanente, sino cuando le resultaba y se ganaba $500.000 por cada presentación, tal como ella misma se lo contaba y que con su muerte, Carlos Arturo se descontroló mucho en el trabajo porque se enfermó del corazón.
Esos testimonios no permiten inferir con seguridad que el demandante haya dependido económicamente de los ingresos que obtenía su esposa; ninguno de ellos dio cuenta de hecho como ese. La primera dijo que era él quien atendía el sostenimiento del hogar; lo mismo afirmó la segunda, aunque también expresó que recibía colaboración de la citada señora cuando obtenía ingresos como cantante. El último de los deponentes nada dijo al respecto.

En razón al vínculo que tienen todos los declarantes con el actor, estaban enterados de la labor que como conductor desempeñaba para la fecha en que se produjo el accidente que causó la muerte a quien fuera su esposa, labor de la que infiere la Sala, obtenía los ingresos para procurarse su propio sustento. 

De tales conclusiones surge otra, la inexistencia del daño que reclamó el demandante a título de lucro cesante, pues no demostró que dependiera económicamente de su cónyuge.

Tampoco que exista algún otro motivo que lo faculte para pedir la indemnización por tal concepto, pues como lo dijo una de las deponentes, Mildred compartía los gastos con él cuando obtenía buenos ingresos y entre ambos le daban el estudio a la hija común, pero de esa expresión no puede afirmarse que la muerte de la citada señora haya producido en el actor un menoscabo patrimonial, pues no expresó la testigo que este dependiera de las entradas económicas que aquella obtenía y en razón a que esa hija, en el curso del proceso, recibió la indemnización que sufrió con motivo de los perjuicios causados con la muerte de su progenitora.
En conclusión, no probó el demandante su dependencia económica de la víctima fatal del accidente y la circunstancia de que eventualmente esta última colaborara con el sostenimiento del hogar y especialmente de su hija, no constituye un daño que afecte al accionante, sino a su descendiente, quien ya fue reparada. 

Así las cosas, como de acuerdo con la jurisprudencia a que ya se hizo alusión, el daño a resarcir es el realmente causado, no procedía imponer condena alguna a la empresa demandada por el concepto que se analiza. Hacerlo, antes que reparar alguno, constituye patrocinar un enriquecimiento injustificado y no es eso lo que pretende el legislador al consagrar la acción de responsabilidad civil como mecanismo para obtener la indemnización por daños.

En consecuencia, como razón le asiste a la empresa de transportes demandada, se revocará la sentencia de primera sede en cuanto la condenó a indemnizar el lucro cesante, pues ese daño no se acreditó. En esas condiciones, se considera la Sala relevada de analizar los demás argumentos que planteó el apoderado que la representa, al sustentar la apelación.
8.- En relación con la tacha formulada por el apoderado de los demandados a los testimonios de  los señores Blanca Piedad Montoya Melchor y Cristóbal Montoya Pérez, respecto de la cual, la jueza de primera sede omitió pronunciarse, resulta suficiente con decir que el último no fue interrogado sobre el hecho de la dependencia económica que sirvió de sustento al actor para reclamar el perjuicio por lucro cesante y que fue lo que constituyó el motivo de la apelación. Por ende, puede decirse que nada aportó al proceso y de esa manera las cosas, se considera la Sala relevada de analizar los motivos de la tacha. 

Y respecto de la primera, que su testimonio sirvió a los intereses de la empresa demandada en cuanto afirmó que el demandante laboraba, lo que permitió deducir que no dependía económicamente de la víctima. En consecuencia, no puede decirse que su ánimo haya sido parcializado; por el contrario, mostró su interés en colaborar con la justicia. Por tanto, no se admitirá la tacha.

9.- La decisión que se ha de adoptar no se hará extensiva al señor Rubén Darío González Soto, pues a pesar de que es un mismo abogado quien representa a los dos demandados,  solo impugnó el fallo aduciendo su calidad de apoderado de la empresa Flota Occidental SA y teniendo en cuenta que el artículo 328 del CGP  otorga la competencia al juez de segunda instancia para pronunciarse solo sobre los argumentos expuestos por el apelante; no se está frente a situación en la que autorice la ley proceder de manera  oficiosa, ni se ha hecho más gravosa la situación del apelante único, evento en el que de manera exclusiva permite esa disposición reformar la sentencia sobre aspectos íntimamente relacionados con ella. 
CONCLUSIONES Y FALLO

Así las cosas, se revocará el ordinal segundo de la sentencia que se revisa, exclusivamente en cuanto a las condenas por lucro cesante consolidado y futuro que se impusieron a la empresa Flora Occidental SA y en su lugar, se negarán las pretensiones que en tal sentido elevó el demandante.

Se adicionará el fallo para negar los motivos de la tacha formulada contra los testigos que concurrieron a declarar.
Y de acuerdo con los numerales 4º y 5º del artículo 365 del CGP, se abstendrá la Sala de imponer condena en costas, pues las pretensiones de la demanda prosperaron parcialmente y la sentencia proferida no se revocó en su integridad.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

F A L L A      :
PRIMERO: REVOCAR el ordinal segundo de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira el 18 de diciembre de 2015, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual instaurado por el señor  Carlos Arturo Montoya Melchor contra la sociedad Flota Occidental SA y el señor Rubén Darío González Soto. En consecuencia, se niega la pretensión elevada por el demandante, tendiente a obtener el reconocimiento del perjuicio por lucro cesante que frente a esa empresa reclamó.
SEGUNDO: Se niega la tacha que por sospecha formuló el apoderado de los demandados frente al testimonio de la señora Blanca Piedad Montoya Melchor.

TERCERO: Sin costas.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

El Magistrado Duberney Grisales Herrera salva el voto. (en el mismo acto o posteriomente?)
No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

� Sala de Casación Civil, sentencia del 17 de noviembre de 2011, MP. Dr. William Namén Vargas, expediente 11001-3103-018-1999-00533-01 
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